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Sobre la Revista 
Estado y Políticas Públicas

La Revista Estado y Políticas Públicas nace en el año 2013 en el 
marco de las actividades académicas de posgrado que la Facultad 
Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO) Sede académi-
ca Argentina viene desarrollando de manera sistemática. Por lo 
tanto, ¡estamos celebrando los primeros 10 años!

En este sentido, nos complace invitarles a la lectura del 
número 20 de la Revista Estado y Políticas Públicas, que se consti-
tuye paulatinamente en un espacio que construiremos entre todas 
y todos con miras a la difusión, a la promoción y a la divulgación 
científica de los temas vinculados al rol del Estado, a las políti-
cas públicas y a la gestión en los distintos niveles de gobierno 
(regional, nacional, provincial, local-territorial) y desde los más 
diversos enfoques, temas y problemáticas vinculados a estas pre-
ocupaciones. 

Este espacio académico-científico y de investigación recep-
ciona opiniones, argumentos, posiciones y propuestas desde las 
más diversas orientaciones teóricas, ideológicas y políticas. En un 
espíritu interdisciplinario y pluralista, esperamos que esta Revista 
siga contribuyendo a profundizar y a difundir nuevas reflexiones 
desde las más diversas latitudes sobre un cambio de paradigma en 
las Ciencias Sociales. 

En síntesis, desde FLACSO Argentina, nos complace pre-
sentar el número 20 de esta Revista académica y, en lo sucesivo, 
quedan cordialmente invitades a participar en su composición y 
en su continuidad en el tiempo.
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Los Circuitos Alimentarios 
Alternativos en la Argentina.

Reflexiones sobre sus complejidades e 
implicancias para las políticas públicas1

(1990-2023)

Alternative Food Circuits in Argentina. 
Reflections on its complexities and implications for public policies

(1990-2023)

Por Carlos Alberto Cattaneo*

Fecha de Recepción: 24 de enero de 2023.

Fecha de Aceptación: 11 de marzo de 2023. 

RESUMEN

En la Argentina se asiste a un proceso de 
expansión de formas de producción y de 
distribución de alimentos que buscan dife-
renciarse de las modalidades convencionales, 
priorizando entre otros aspectos un enfoque 
de economía social, la perspectiva territorial y 
el desarrollo de canales propios de comercia-
lización. Estos Circuitos Alimentarios Alter-
nativos (CAA), apuntan a fortalecer aspectos 
éticos en el intercambio, prácticas productivas 
respetuosas del ambiente y el acortamiento de 

la cadena comercial, presentando una com-
plejidad que se traslada hacia el diseño y la 
implementación de las políticas públicas que 
buscan afianzarlos. Este artículo de investiga-
ción analiza las manifestaciones de esa com-
plejidad y el desafío que representa para un 
abordaje más integral desde esas políticas en 
sus distintos niveles, desde el apoyo específico 
a iniciativas puntuales y sus instancias de arti-
culación hasta los aportes para la construcción 
de una “ciudadanía alimentaria” y la promo-
ción de cambios radicales en los modelos de 
producción y de consumo de la sociedad. Se 

1	 Este trabajo fue realizado en el marco del Proyecto PICT 2019-2019-02650 –FONCyT/Agencia 
Nacional de la Promoción de la Investigación, el Desarrollo Tecnológico y la Innovación “La cons-
trucción de circuitos alimentarios alternativos: actores sociales y dispositivos”.

*	 Ingeniero Agrónomo por la Universidad de Buenos Aires. Estudios de Posgrado en Ciencias Socia-
les en la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales sede Argentina. Correo electrónico: catta-
neo@agro.uba.ar 
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argumenta que las percepciones y el accionar 
de los actores privados y públicos relacionados 
con los Circuitos Alimentarios Alternativos, 
en la medida en que sólo se focalicen en al-
guno de estos niveles, terminan acotando los 
alcances de los esfuerzos de consolidación de 
estas políticas.

Palabras clave: Circuitos Alimentarios, Po-
líticas Públicas, Mercados, Territorio, Economía 
Social.

ABSTRACT
Argentina is witnessing a process of expansion 
of forms of food production and distribution 
that seek to differentiate themselves from con-
ventional modalities. These forms privilege a 
social economy approach, the territorial pers-
pective and the development of own marke-
ting channels. So, these Alternative Food Cir-
cuits (CAA) aim to strengthen ethical aspects 
in the exchange and environmentally friendly 
production practices with the shortening of 
the commercial chain. Given these purposes, 
these circuits present a marked complexity 
that is transferred to the design and imple-
mentation of the public policies that seek to 
strengthen them. This work aims to analyze 
the manifestations of this complexity and the 
challenge that it represents for a more com-
prehensive approach from the public policies 
related to CAA. Thus, the existence of diffe-
rent levels is proposed for its analysis: one of 
them is related with the support for specific 
policy initiatives; other, encompasses mecha-
nisms that facilitate their articulation. A third, 
with focus in the contributions for the cons-
truction of a “food citizenship”; and the last, 
where radical changes in the production and 
consumption models of society are promoted. 
It´s argued that the perceptions and actions 
of the private and public actors related with 
CAA´s can and its policies limit the scope of 
the articulation and coordination efforts of 
these policies to consolidate these circuits, if 
they are focused only in some of these levels.

Keywords: Food Circuits, Public Policies, 
Markets, Territory, Social Economy.

Introducción
En la Argentina se ha venido consolidando en 
los últimos años un proceso de expansión de 
formas de producción y de distribución de ali-
mentos que buscan diferenciarse de las modali-
dades convencionales, priorizando, entre otros 
aspectos, un enfoque de economía social, la 
perspectiva territorial y el desarrollo de canales 
propios de comercialización. Estas formas asu-
men diferentes representaciones que muestran 
su marcada heterogeneidad y que englobamos 
bajo el concepto de Circuitos Alimentarios 
Alternativos (CAA). Comprenden de alguna 
manera tanto a los denominados “circuitos 
o cadenas cortas de comercialización” como 
a las “Redes Alimentarias Alternativas”, dos 
términos que suelen presentados como equi-
valentes (Craviotti, 2020: 278) en la medida 
en que comparten un perfil opuesto a las redes 
globales de abastecimiento alimentario y a las 
modalidades convencionales de producción y 
distribución y que propician el acercamiento 
entre el productor y el consumidor. 

Los circuitos cortos se caracterizan por el 
hecho de que el productor o fabricante vende 
el producto o servicio directamente al consu-
midor sin intermediarios. En cambio, en los 
circuitos largos, se observa la presencia de un 
número variable de intermediarios (mayoris-
tas, distribuidores, acopiadores, revendedores, 
comerciantes minoristas, etcétera) ubicados 
entre el proveedor y el usuario o consumidor 
final. En realidad, al hablar de circuito “lar-
go” o “corto” no se hace referencia tanto a la 
distancia física entre productor y consumidor, 
como al número de intermediarios entre la 
producción y el consumo: por ejemplo, si un 
productor conduce un camión a una ciudad 
para atender un punto de distribución y ven-
der su producto de forma directa en una gran 
superficie, realiza una venta en circuito corto. 
Entre estos dos extremos, existen una serie 
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de alternativas en las que el productor entre-
ga más o menos directamente su producto al 
consumidor (Francois et al., 2000).

En los últimos años, se asiste a manifesta-
ciones de apoyo creciente para la conforma-
ción y consolidación de estos espacios para la 
comercialización de alimentos, entre las cuales 
cobran particular importancia las políticas pú-
blicas vinculadas a los mismos que, tanto en el 
orden nacional como provincial y municipal, 
se formulan e implementan. Estas políticas se 
han venido desarrollando desde diversos ám-
bitos institucionales y bajo diversas formas 
y modalidades, a partir de la visualización 
del aporte que los CAA pueden realizar para 
prioritariamente satisfacer las necesidades de 
una población esencialmente vulnerable (vin-
culada tanto a la oferta como a la demanda 
de alimentos en estos circuitos) y, en segundo 
término, de su utilidad para facilitar el acce-
so de la población de las ciudades a alimen-
tos más saludables en relación a aquellos que 
se producen y comercializan bajo las formas 
más convencionales (producción “industrial” 
de alimentos y distribución a través de súper 
e hipermercados, preponderantemente). Des-
de una perspectiva más amplia relacionada a 
la economía social debe destacarse también 
su importancia en términos de generación de 
empleo, desarrollo de las comunidades e in-
clusión social (Castelao Caruana, 2016).

Esta expansión de las políticas públicas en 
la materia pone en el eje de la discusión los 
alcances y las limitaciones que encontramos a 
la hora de su implementación, los cuales des-
de nuestra visión remiten a una interpretación 
que ubica el origen de las mismas en el carác-
ter polisémico que tiene el propio concepto 
de CAA, un hecho que termina en mayor o 
menor medida condicionando el desarrollo de 
esas políticas.

Los Circuitos Alimentarios 
Alternativos: caracterización y 
causas de su marcada complejidad
Los CAA presentan desde su propio origen 
y conformación una marcada complejidad 
que, sumada a la heterogeneidad a la cual 
nos refiriéramos en el apartado anterior y la 
multiplicidad de enfoques que se asocian al 
término, de alguna manera se terminan trasla-
dando hacia el diseño y la implementación de 
las políticas públicas que buscan afianzarlos. 
Partiendo de esta perspectiva, este artículo de 
investigación tiene por objeto analizar las ma-
nifestaciones de esa complejidad y el desafío 
que esto representa para un abordaje más inte-
gral desde las políticas públicas que se dirigen 
a esos circuitos.

La primera de esas manifestaciones surge 
al considerar a los CAA como un punto de 
confluencia de distintas temáticas, que remi-
ten a órdenes o aspectos de índole geográfica, 
económica y social y que se terminan plas-
mando en: 
a.	 El ámbito territorial, especialmente en lo 

que hace a la dimensión local.
b.	 El de los alimentos y sus mercados, con-

cepto este último que a su vez puede ser 
analizado de distintas maneras: como ám-
bito para el abastecimiento de productos y 
como espacio de competencia con otros ac-
tores económicos (perspectiva económica), 
como espacio de encuentro e intercambio 
de información (perspectiva antropológica) 
y que tiene además un significado especial 
y diferente respecto a otros, atento a la di-
mensión básica para la reproducción coti-
diana que representan los alimentos.

c.	 El de la población vulnerable como desti-
nataria de estas políticas, ya que en gran 
parte de los CAA tiene una marcada pre-
sencia en los mismos, tanto desde la oferta 
(productores familiares y formas organiza-
tivas de la economía social que operan en 
esos canales) y en cierta medida desde la 
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demanda (población con menor poder ad-
quisitivo que los utiliza), más allá de reco-
nocer que la misma excede en gran medida 
a dicha población y comprende cada vez 
más a sectores de ingresos medios y altos. 

Así, creemos que no sólo resulta posible reco-
nocer la presencia de estos aspectos en forma 
conjunta, aun con un peso o una importancia 
diferencial en cada ejemplo de estos circuitos 
alimentarios alternativos que podamos encon-
trar, sino también que amerita considerarlos 
desde una perspectiva holística a la hora de 
implementar acciones de apoyo a los mis-
mos, más teniendo en cuenta que en el ám-
bito global –y con las particularidades que 
asume al tomar en cuenta las especificidades 
locales–, estamos asistiendo a la manifestación 
de procesos de transición hacia el objetivo de 
sistemas de producción agroalimentaria más 
sustentables (Cagliano et al., 2016; Vilches y 
Pérez, 2016; Geels, 2018; El Bilali, 2019; Bor-
sellino et al., 2020; Bui et al., 2016, Renting 
y Wiskerke, 2010) en donde los CAA juegan 
un rol destacado. 

Hay que tener en cuenta además que te-
mas como territorio, alimentos, mercados y 
población vulnerable y los problemas asocia-
dos a ellos son marcadamente complejos por 
sí mismos y más aún cuando aparecen imbri-
cados en una figura como la de los CAA, lo 
que obliga a intentar avanzar hacia una inter-
pretación en clave de confluencia de dichos 
conceptos. Ello implica caracterizar, entender 
e intervenir en los fenómenos y relaciones so-
ciales que se plasman en cada CAA asumiendo 
que son en sí mismo construcciones comple-
jas y, por lo tanto, factibles de abordar en lo 
que hace a su diagnóstico y a las propuestas de 
intervención desde diversas perspectivas que 
necesitan confluir. Sin embargo, cada uno de 
los temas anteriormente expresados posee un 
sesgo propio (que se expresa desde la mirada 
de los propios actores y desde la de las propias 
instancias públicas con competencia en ellos) 
que se traduce en una lógica sobre la que se 

sustenta la acción que se manifiesta desde los 
diagnósticos hasta la selección de alternativas 
para superar los problemas detectados. Una 
lógica que además se traslada necesariamente 
hacia la manera en que, desde los propios ac-
tores presentes en cada CAA (pero no nece-
sariamente limitándolos a ellos), se reconocen 
y hasta se perciben y se asumen cada uno de 
esos esquemas, una identificación que a par-
tir de ellos procura transmitir a la sociedad 
cuáles son los aportes más significativos que 
desde cada CAA se puede hacer para contri-
buir a mejorar las condiciones de vida de la 
misma. Esta situación termina generando así 
diferentes miradas en términos de problemas, 
respuestas y abordajes desde la perspectiva de 
los actores, que trascienden a las ideas que los 
mismos poseen acerca de cómo organizar y 
cómo hacer funcionar esos esquemas. 

Centrándonos particularmente en los 
mercados y focalizándonos en los CAA, Bec-
kert (2009) sostiene que el funcionamiento 
de un mercado y su interacción con otros 
elementos de la sociedad –cultura, pautas 
de comprensión, redes y estructuras sociales, 
instituciones jurídico-estatales– configuran lo 
que se puede denominar el orden social del 
mercado (Hernández Aracena, 2017) y hace 
referencia a tres problemas fundamentales de 
coordinación: el problema del valor, el de la 
competencia y el de la cooperación, los que 
constituyen “un cuadro de comando integral 
en la coordinación de los problemas en los 
mercados” (Beckert, 2009: 155). A esta altu-
ra de nuestro análisis, podemos ya reconocer 
lo difícil que resulta encontrar consensos en 
estos puntos que plantea Beckert tomando en 
cuenta las perspectivas de enfoque o sesgos an-
teriormente mencionados. 

Así, nos encontramos ante la presencia 
de lógicas que contribuyen a consolidar una 
visión de los CAA en donde priman algunos 
de los aspectos anteriormente mencionados 
(territorio, alimentos y mercados, población 
vulnerable) y que se expresan al plantear las 
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acciones dirigidas hacia los CAA (representa-
das de manera principal, pero no excluyente, 
por las políticas públicas) y lo que se espera de 
las mismas. Porque, desde nuestra perspectiva, 
a partir de privilegiar en las mismas una u otra 
mirada (la del territorio, la de los mercados, 
la de la población vulnerable) se corre el ries-
go de terminar condicionando la percepción 
de la utilidad de las iniciativas que busquen 
apoyar a los CAA en las distintas facetas de 
su accionar. 

Los CAA y una mirada acerca de su 
abordaje desde las políticas públicas
Desde la perspectiva del análisis de las políti-
cas públicas, entendidas estas como “el con-
junto de objetivos, decisiones y acciones que 
lleva a cabo un gobierno para solucionar los 
problemas que en un momento determinado 
los ciudadanos y el propio gobierno conside-
ran prioritarios” (Tamayo Sáez, 1997: 281), 
las iniciativas vinculadas a los CAA surgen en 
muchos casos en función de las demandas que 
se plantean por parte de los actores involucra-
dos hacia el Estado en sus distintos ámbitos 
sectoriales y jurisdiccionales con incidencia en 
esa/s materia/s y guardan relación directa con 
los “referenciales” que las sustentan, los cuales 
“encuentran mayor o menor afinidad en deter-
minadas estructuras estales (ministerios, secre-
tarías, agencias, departamentos, empresas pú-
blicas, etcétera) responsables de gestionar las 
políticas alimentarias” (Grisa et al., 2021: 66). 
Tomados como “tipos ideales”, para Grisa et al. 
(2021: 35) el concepto de “referenciales de las 
políticas alimentarias” implica “la institucio-
nalización de ideas e interpretaciones sobre los 
problemas alimentarios” y se definen en base 
a “la identificación de los problemas públicos 
que enfocan y las soluciones que sugieren para 
resolverlos; los valores y normas asociados a la 
creación de estos problemas y soluciones; los 
eslabones del sistema alimentario en los que 
intervienen (producción, distribución, consu-
mo) y el tipo de categoría social que se privi-

legia.” De los ocho referenciales que identifi-
can estos autores, consideramos que siete son 
particularmente relevante para el análisis de las 
políticas públicas vinculadas a los CAA: el del 
suministro urbano de alimentos, el producti-
vista (en su subreferencial vinculado a la agri-
cultura familiar), el del sociasistencialismo ali-
mentario, el de la alimentación técnica,  el de 
la soberanía y seguridad alimentaria,  el de la 
alimentación ambientalizada y el integrador.

En línea con la característica que le asigna 
Repetto (2010) a las políticas sociales en gene-
ral, las dirigidas a los CAA tampoco tienen un 
límite preciso y constituyen también “un cam-
po en permanente construcción y/o reconfi-
guración” (Repetto, 2010: 54), sumado al he-
cho que se torna más dificultoso identificarlas 
como un subconjunto de políticas públicas. 
Y de manera similar a lo que plantea para los 
problemas sociales, hay que tener en cuenta 
también que todo análisis de los CAA desde 
una perspectiva de políticas públicas debe par-
tir del reconocimiento que, como quedó refle-
jado en el parágrafo anterior, se trata de una 
cuestión “transversal” que excede sobremanera 
los enfoques y las competencias sectoriales. En 
temáticas de este tipo, sostiene este autor, los 
principales problemas que se deben abordar 
son de carácter multidimensional, combinan 
carencias y necesidades tangibles e intangibles 
y expresan obstáculos y restricciones de muy 
diversa índole (Repetto, 2010: 66). En con-
secuencia, se manifiestan “cada vez más com-
plejos” y con “causalidades interrelacionadas” 
y, por lo tanto, no resulta posible enfrentarlos 
exclusivamente con intervenciones de carácter 
sectorial basadas en “compartimentos estan-
cos” (Repetto, 2010: 57). 

Partiendo de esto y teniendo en cuenta 
además las complejidades propias del anda-
miaje de las estructuras administrativas en 
el ámbito público, resulta de alguna manera 
inevitable que ese “sesgo originario” que plan-
teamos en el apartado anterior y sus deriva-
ciones se terminen trasladando a esas políticas 
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públicas que inciden de manera directa o in-
directa sobre los mismos. En consecuencia, en 
el caso de los CAA, a partir de la necesidad 
de ensamblar las múltiples representaciones de 
la complejidad expresada, que se plasma en la 
multiplicidad de áreas sectoriales de la gestión 
pública que abarcan los mismos (desarrollo so-
cial, agricultura, comercio, etcétera), cada una 
con su lógica y su justificación en función de 
sus competencias establecidas, se puede llegar 
a entender porqué se manifiestan déficits en 
materia de coordinación y articulación. Tales 
déficits suelen ser visualizados desde la pers-
pectiva de los que deberían ser las y los desti-
natarios de esas políticas como una limitación 
significativa, más allá de las justificaciones que 
puedan encontrarse desde una mirada de los 
propios actores involucrados en el diseño e 
implementación de esa política.

Por otra parte, la aplicación de un enfoque 
secuencial en el caso específico de los CAA 
nos brinda la posibilidad de ir un paso más 
allá del clásico enfoque procesal de la política 
pública, también denominado modelo de fases 
o etapas de las políticas y cuyos lineamientos 
fueran establecidos por Harold Laswell en los 
años ´50 y enriquecidos con el aporte de otros 
autores en las décadas posteriores (Jaime et al., 
2013; Howlett et al., 2015; Corbett y Noyes, 
2008; Tamayo Sáez, 1997; Fernández, 2021). 
Ese paso más allá implica considerar una se-
cuencia de etapas que está basada en gran par-
te en esos aportes, pero que se complementa 
con una mirada particular en función de las 
características específicas que presenta nuestro 
objeto de análisis. Básicamente, esas etapas 
abarcan, en líneas generales, la definición del 
problema, la elección de alternativas para su 
solución dentro de un marco de opciones y la 
implementación y evaluación de una determi-
nada política. 

En el caso de los CAA, constituye a nues-
tro entender una simplificación excesiva asu-
mir una linealidad en dicha trayectoria si te-
nemos en cuenta que ya desde el origen de esa 

secuencia, en la definición del problema, nos 
enfrentamos a varios a la vez o, en el mejor 
de los casos, a un problema que se desagrega 
en distintos componentes y que no posee el 
mismo significado para todos los actores so-
ciales involucrados (Fernández, 2021: 187). 
Así, la forma en que se define desde la política 
pública el problema que el CAA aspira a solu-
cionar está también directamente relacionada 
a la triple dimensión –territorios, mercados de 
alimentos, población vulnerable– a la que hi-
ciéramos referencia en el apartado anterior. Tal 
como postulan Jaime et al. (2013: 59), “toda 
política pública implica una teoría causal res-
pecto a cómo resolver o mitigar el problema 
que la política viene a atender”. Y señalan ade-
más que 

los problemas públicos, al ser construcciones 
sociales y no realidades objetivas, dependen de 
las valoraciones, percepciones y perspectivas de 
los ciudadanos, grupos involucrados y actores, 
que resultan de la contrastación de ciertos cri-
terios de deseabilidad (subjetivos) con la inter-
pretación (también subjetiva) que los actores 
realizan de la realidad (2013: 92). 

Criterios de deseabilidad que son necesaria-
mente múltiples, así como la forma en que se 
construye la realidad debido a “la multitud de 
agentes sociales involucrados, lo que implica 
la coexistencia de visiones diferentes y en con-
flicto, la postulación de relaciones causales no 
consensuadas y la movilización de recursos en 
competencia” (Jaime et al., 2013: 92). 

En base a lo anteriormente expuesto, po-
demos en consecuencia asumir que el proble-
ma que viene a resolver un CAA tiene distintas 
representaciones (la de orden territorial; la del 
abastecimiento de alimentos a la población a 
precios accesibles, la de atender a una pobla-
ción vulnerable, tanto en la esfera de los pro-
ductores como en la de los consumidores) y al 
priorizar a algunas de ellas, se corre el riesgo de 
trazar trayectorias paralelas en pos de su reso-
lución en sucesivos modelos secuenciales. Si el 
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primer hito, la definición del problema, tiene 
representaciones diferentes y las líneas de ac-
ción que se derivan en función de ello asumen 
trayectorias específicas, la necesidad de articu-
larlas y coordinarlas se presenta como esencial 
ya desde una etapa temprana. 

Como en toda política, para que se afirme 
necesitamos además su asentamiento y consoli-
dación, dos rasgos que se asocian con una idea 
de permanencia en el tiempo y que implica-
ría, en el caso de los CAA, ir más allá de una 
visión de los mismos como meras respuestas 
coyunturales a situaciones de crisis para trans-
formarse en algo más estable y permanente. Y 
debe también pasar a ser menos dependiente 
de las circunstancias políticas que en deter-
minadas coyunturas puedan resultar favora-
bles o no para ese asentamiento. A su vez, las 
condiciones adicionales a aquellas identifica-
das para la instalación que se necesitan para 
afirmar una política son la continuidad en la 
dotación de recursos (económicos, humanos, 
etcétera) para implementarla y la posibilidad 
de desarrollar distintas capacidades (técni-
cas, operativas, etcétera) a las que debemos 
agregar un determinado nivel de receptividad 
por parte de los sujetos a los que se destina la 
política y un primer nivel de coordinación y 
articulación con otras iniciativas que pueden 
complementarla.

Una tercera etapa podría ser denominada 
de consolidación, en la cual a los elementos an-
teriormente mencionados debemos agregar la 
existencia y la verificación de resultados jun-
to a la necesidad de pasar en el caso de las y 
los destinatarios desde la receptividad a lo que 
llamaríamos una apropiación por parte de los 
mismos. Si bien limitarnos a la receptividad 
puede resultar más apropiado en los casos de 
políticas que se diseñan e implementan sin que 
respondan a una demanda manifiesta y explí-
cita de las y los destinatarios de la misma, no 
ocurre lo mismo en el ámbito de la economía 
social, donde muchas de las políticas se origi-
nan a partir de las demandas de los actores que 

son tenidas en cuenta por el Estado. De allí 
que creamos conveniente hablar de distintos 
niveles de apropiación. 

En lo que respecta a la coordinación y ar-
ticulación con otras iniciativas, no sólo sigue 
siendo necesario, sino que debe hacerse a ni-
veles jerárquicos y competenciales que estén 
por encima de lo establecido en la etapa de la 
afirmación. En el caso particular de los CAA, 
desde nuestra perspectiva se observan en los 
últimos años interesantes avances en la instala-
ción y en la afirmación, pero subsisten limita-
ciones en el tercer aspecto (consolidación) que 
es nuestra intención contribuir a identificar y 
avanzar en relación al análisis de sus causas en 
este artículo de investigación.

Otro aspecto a considerar surge al tener en 
cuenta el carácter polisémico en función de lo 
hasta aquí expresado del propio concepto de 
CAA, lo que lo hace difícil de encuadrar en los 
términos convencionales de la definición del 
objeto/sujeto de la política pública. Hacemos 
esta salvedad más allá de marcar la utilidad 
que tiene definir el objeto de las políticas y/o 
de caracterizar los sujetos hacia las cuales están 
dirigidas (por ejemplo, definir en una regla-
mentación o resolución qué se considera un 
CAA, quienes participan de los mismos y/o 
quienes estarían en condiciones de acceder a 
los beneficios que dicho instrumento plantea) 
en tanto contribuye sin duda a su focalización 
y posterior implementación, siendo este un 
aspecto necesario en un contexto de múlti-
ples demandas y recursos que no alcanzan a 
cubrirlas. 

Pero dada la complejidad que manifiestan 
los CAA y sus diversas perspectivas de análi-
sis, no sólo puede llegar a resultar sumamente 
difícil alcanzar un consenso entre los distintos 
actores involucrados acerca de qué se incluye y 
qué se excluye en esa definición, sino que, aun 
cuando esto se logre, es posible que queden 
fuera del objetivo a apoyar elementos que, en 
una realidad tan plástica como la que concier-
ne a los mercados de productos alimenticios, 
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pueden ser en algún momento un aporte de 
utilidad para la consolidación de los CAA. Si-
guiendo esta línea de análisis, cabría pregun-
tarse en qué medida una asociación unívoca de 
forma permanente de los CAA a la esfera de la 
“Economía social”, o al ámbito de los “progra-
mas de desarrollo agropecuario”, o hasta de la 
propia “agricultura familiar”, en términos de 
lo que sería una focalización, puede terminar 
representando un “trampolín” para acceder a 
mayores recursos y capacidades operativas e 
institucionales o un corset que delimita el al-
cance de los mismos y los circunscribe a ope-
ratorias exclusivamente en esos marcos, dejan-
do afuera muchos otros aspectos que podrían 
resultar de interés en algunos casos, como por 
ejemplo el acceso a determinadas líneas de 
crédito por parte de entidades financieras o 
a incentivos destinados a sujetos económicos 
más allá de los que abarca la Economía Social. 

Debemos asumir que la respuesta a este 
interrogante no es simple, más allá de las ven-
tajas y desventajas que podamos encontrar en 
uno y otro caso. Además, la misma está condi-
cionada por la manera en que consideremos la 
incidencia de contextos económicos, sociales 
y políticos que se expresan a nivel macro so-
bre el accionar de los CAA. Es por ello que 
nos inclinamos a pensar que, en un contexto 
de crisis como el que se está atravesando en 
la Argentina en función de la delicada situa-
ción socioeconómica que ya existía al inicio de 
la pandemia del COVID-19 y que se agravó 
como consecuencia de la misma, la adscrip-
ción de los CAA a algunos de esos ítems termi-
na, al menos en esta coyuntura, siendo funcio-
nal para considerar a los actores que forman 
parte de los mismos como sujeto de políticas 
de promoción. 

Políticas públicas para los CAA 
en sus distintos niveles y etapas
En función de lo hasta aquí expuesto, desde 
nuestra perspectiva de análisis consideramos 
que la necesaria articulación y coordinación 

entre las políticas dirigidas a los CAA se plas-
ma en un escenario marcado por la existencia 
de distintos niveles que se complementan y en 
cierta medida se yuxtaponen:
a.	 Un primer nivel, representado por aquel 

donde encontramos las políticas que apo-
yan específicamente a iniciativas puntuales 
en materia de CAA.

b.	 Un segundo nivel, que comprende a los 
mecanismos que facilitan la articulación 
entre los mismos.

c.	 Un tercero, de carácter más indirecto en 
relación a los CAA, que se vincula a todos 
aquellos aspectos e iniciativas que contri-
buyen a la construcción de lo que se deno-
mina una ciudadanía alimentaria a través 
del “consumo responsable” de alimentos 
(Fontanet, 2021: 47).

d.	 Un cuarto nivel, desde el cual se interpreta 
que las políticas públicas deben promover 
cambios significativos en los modelos de 
producción y consumo de la sociedad.

Los cuatro niveles enunciados pueden hallarse 
presentes, de manera implícita o tácita en las 
diversas políticas relacionadas con los CAA, 
tanto en aquellas que inciden de manera di-
recta como en las que, ubicadas fundamental-
mente en el tercer nivel, actúan de manera in-
directa sobre los mismos. En función de ello, 
en estos cuatro niveles asistimos a la existencia 
de planteos no siempre resueltos en términos 
de lo ya expresado acerca de la definición del 
objeto/sujeto en relación a los CAA, sino tam-
bién en materia del ¿qué y cómo hacerlo?, jun-
to con la manera en que se traduce y corporiza 
la necesidad de coordinación y de articulación 
de las distintas iniciativas de políticas en rela-
ción al tema. 

A continuación, pasaremos a caracterizar 
cada uno de esos niveles indicando sus aspec-
tos sustantivos, particularmente en términos 
de los objetivos de las políticas que situamos 
en los mismos, las y los destinatarios y la re-
lación “sujeto-objeto” de las políticas y las 
instancias responsables en términos de su for-
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mulación y ejecución, especificando además 
algunos ejemplos dentro del vasto escenario 
que muestran actualmente los CAA y las polí-
ticas vinculadas a los mismos en la Argentina.

4a) El Nivel 1: Las políticas de 
promoción y apoyo directo a los CAA
En este nivel ubicamos a las iniciativas de apo-
yo puntual a grupos de productores que con-
forman algún tipo de CAA, las cuales apelan a 
instrumentos y mecanismos que ya son tradi-
cionales en el ámbito de los programas y pro-
yectos de desarrollo rural, y en forma especial 
en aquellos que cuentan con financiamiento 
multilateral a partir de fondos provenien-
tes del Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID), del Banco Mundial (BM) y del Fondo 
Internacional de Desarrollo Agrícola (FIDA), 
entre otros organismos. Estos instrumentos, 
a través de los cuales se canaliza un trabajo 
orientado a la mejora de la oferta productiva 
y comercial de los grupos de productores son 
básicamente: 
•	 La asistencia técnica.
•	 La asistencia financiera, destinada según los 

casos a infraestructura y/o capital circulan-
te y que puede ser reembolsable (créditos-
microcréditos) o no reembolsable (subsi-
dios, Aportes no Reembolsables –ANRs–, 
etcétera).

•	 La capacitación y la difusión.
Particularmente en la órbita del Ministerio 
de Agricultura, Ganadería y Pesca (MAGyP) 
–que pasó a tener rango de Secretaría depen-
diente del Ministerio de Economía en agosto 
del 2022-  y  bajo diferentes nombres, siglas, 
encuadres institucionales y estructuras y re-
cursos humanos de gestión y administración, 
estos Programas han tenido una relativa con-
tinuidad desde los años ´90, más allá que en 
muchos períodos se han visto afectados por 
restricciones de índole presupuestaria. Mu-
chos de esos Programas funcionaron en la 
órbita de la Secretaría de Agricultura Familiar 
y eran  ejecutados a través de la Dirección Ge-

neral de Programas y Proyectos Sectoriales y 
Especiales (DIPROSE), área que continuó en 
gran medida con las modalidades consolidadas 
(en términos de esquemas de funcionamiento 
y recursos humanos calificados) en los años de 
vigencia del Programa de Servicios Agrícolas 
Provinciales (PROSAP). Esto genera sin duda 
ventajas: entre las principales, podemos seña-
lar el hecho de contar con un perfil experto en 
la interrelación con los organismos financia-
dores y en el armado de proyectos en función 
de las líneas de financiamiento disponibles en 
el ámbito multilateral; un circuito operativo 
fluido, más allá de que pueda haber subejecu-
ción de fondos en determinados programas 
en algunos momentos; contactos sólidos y 
frecuentes con las instancias ejecutoras a nivel 
provincial; una gran capacidad para adecuar 
los programas en términos de componentes, 
actividades y de reorientar las acciones frente a 
cambios de gestión. 

En el ámbito del Ministerio de Desarro-
llo Social (MDS), cabe destacar entre otros al 
Programa “Sembrar Soberanía Alimentaria”, 
que apunta al abastecimiento local para pobla-
ción vulnerable de comunidades rurales y de 
áreas urbanas y periurbanas. A nivel provin-
cial, en el caso de Buenos Aires se cuenta con 
el Programa Alimentos Bonaerenses, en San-
ta Fe funcionan el Programa de Producción 
Sustentable de Alimentos Periurbanos y de 
Agroindustria Familiar (PAF) y en Córdoba 
los Programas de Fortalecimiento Institucio-
nal, Cosechando para mi Familia y el Consejo 
Consultivo de Alimentos (Fontanet, 2021).

Entre las limitaciones de estas políticas, 
podemos señalar una creciente tendencia a 
la “proyectificación” (Munck af Rosenschold, 
2019:2) que puede llegar a traducirse en ri-
gideces para operar en escenarios sumamen-
te complejos como son los inherentes a los 
CAA. Algunas autoras destacaron también la 
existencia de una débil articulación con pro-
gramas e iniciativas que se implementan fuera 
de su ámbito (Nogueira, 2016) y la falta de 
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abordajes integrales a partir del uso de “he-
rramientas parcializadas” (Deux Marzi, 2020: 
417). Más allá de esto, creemos que son las 
políticas ubicadas en este nivel las más fre-
cuentes y habituales que se han implementado 
en las últimas décadas para apoyar a los pro-
ductores primarios de la agricultura familiar 
y otras modalidades organizativas vinculadas 
a la economía social, tales como cooperativas, 
fábricas recuperadas, etcétera. En función de 
ello, nos atrevemos a afirmar que la visión de 
las políticas para los CAA como una acumula-
ción de diversos instrumentos de intervención 
y programas ubicados en este nivel parece es-
tar muy enraizada no sólo en la perspectiva de 
los propios actores destinatarios de la misma, 
sino también en la de muchos profesionales 
vinculados a la gestión y hasta en numerosos 
investigadores que han venido analizando es-
tos temas.

En términos de resultados, el accionar de 
estos programas en el caso de los CAA pare-
ce haber resultado más favorable en aquellos 
mercados que no estén sobreofertados y en los 
que no se registre mucha competencia (tanto 
dentro del sector que conforman los actores 
de los CAA como más allá de los mismos, en 
relación a los productos de la economía con-
vencional). Un aspecto a seguir explorando 
en estos casos es en qué medida se verifica lo 
que postula Hernández Aracena (2017) al sos-
tener que los mecanismos de autorregulación 
(expresados en los CAA en reglamentos, esta-
tutos, etcétera) disminuyen los incentivos y 
oportunidades para la entrada de nuevos par-
ticipantes en los mismos.

El apoyo que se brinda permite además en 
muchos casos consolidar a esos CAA, arriban-
do en materia comercial a una posición más 
ventajosa que la original, la cual, en la medida 
que satisfaga las expectativas de las y los des-
tinatarios (y también de los responsables téc-
nicos de la implementación desde los propios 
programas) termina dando respuesta a ellas, 
pero puede llegar a restringir un mayor alcan-

ce en cuanto a objetivos en materia comercial. 
Esta posición luciría a todas vistas razonable en 
situaciones donde los CAA no estén expuestos 
a una marcada dinámica competitiva, tanto de 
carácter externa como interna. Pero hay que 
tener en cuenta que “la existencia de un mer-
cado implica considerar su relación con otros 
mercados” (Craviotti y Cattaneo, 2010: 62). 
De allí que el crecimiento de un mercado se 
relaciona así con la posibilidad de incursionar 
en otros mercados de mayor alcance, que en 
muchos casos trascienden el ámbito en el que 
se inserta el original. 

Como señaláramos anteriormente, con-
sideramos que gran parte de los apoyos a las 
CAA provenientes de estos programas en los 
últimos años los encontramos en este nivel de 
políticas de promoción. No obstante, también 
se observan algunos avances interesantes en al-
gunos casos del ex MAGyP y del MDS hacia 
lo que denominamos el nivel 2, que implica 
una mayor articulación entre distintos CAA a 
través de las políticas dirigidas hacia ellos. 

4b) El Nivel 2: Las políticas 
de articulación entre CAA
Actualmente se observa en líneas generales 
un mayor desarrollo de este nivel de políticas 
de promoción, las cuales ponen énfasis en la 
búsqueda de articulaciones, complementa-
ciones y economías de escala entre diferentes 
CAA, buscando una ampliación de la oferta, 
la canalización de los excedentes de unos hacia 
otros y la llegada a mercados más amplios que 
los propios de cada uno de ellos. Se apoyan 
en el desarrollo de estrategias de vinculación 
entre distintos CAA, materializadas a través 
de acuerdos y asociaciones entre los mismos, 
que son motorizados desde los propios CAA, 
desde las organizaciones que los promueven o 
a partir de los instrumentos o áreas de políticas 
que brindan apoyo a los mismos. En los dos 
primeros casos juegan un rol preponderante 
los responsables/organizadores/técnicos de 
los CAA y las llamadas “comercializadoras”, 
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mientras que en el tercero cabe destacar la 
importancia que le puedan asignar a esta ar-
ticulación las y los funcionarios encargados de 
dichas políticas. En todos los casos, se procura 
que los CAA cuenten con una perspectiva más 
amplia en términos de sustentabilidad y que el 
alcance sea mayor a la mera complementación 
de instrumentos que puede darse en el primer 
nivel. El trabajo que se lleva a cabo en estos ca-
sos apunta a ampliar y colocar la oferta produc-
tiva y comercial más allá del circuito original, 
dando lugar a fenómenos interesantes, como 
el de las Redes. 

En la esfera del MDS, uno de los progra-
mas desde los cuales se promueve este tipo de 
articulación es Mercados de Cercanía, que se 
compone de una Red de Mercados por una 
parte y una línea más convencional de pro-
yectos o subsidios por la otra. En palabras de 
su responsable, quien cuenta con una vasta 
experiencia de trabajo en el ámbito de la co-
mercialización en las organizaciones sociales y 
se encuentra a cargo actualmente del área de 
Asesoramiento en Gestión a Unidades Pro-
ductivas del MDS, la Red es a su vez “un regis-
tro y un espacio de articulación entre distintos 
espacios de comercialización” (Mutuberría La-
zarini, 2021: 37), los cuales se procura visibi-
lizar a través del trabajo de la coordinación del 
Programa. También desempeñan en el mismo 
un rol clave los llamados “intermediarios so-
lidarios”, que son organizaciones que buscan 
vincular la producción con el consumo, gene-
rando puestos de trabajo en las tareas propias 
de la comercialización.

En el ámbito del ex MAGyP, cabe desta-
car el rol que tiene en el Programa “Acercar 
Alimentos”, que busca contribuir a la sobera-
nía alimentaria y a la integración de las eco-
nomías regionales y comunitarias. Para ello, 
se conformó una mesa de articulación inter-
ministerial con la participación de la Jefatura 
de Gabinete de Ministros, los Ministerios de 
Agricultura, Ganadería y Pesca, Desarrollo 
Social, Desarrollo Productivo y del Interior; 

los organismos descentralizados-autárquicos 
del MAGyP (Servicio Nacional de Sanidad y 
Calidad Agroalimentaria –SENASA–, Insti-
tuto Nacional de Tecnología Agropecuaria –
INTA–, Instituto Nacional de Semillas –INA-
SE–) y el Consejo Nacional de Coordinación 
de Políticas Sociales (CNCPS). El objetivo es 
el de fortalecer los circuitos cortos de comer-
cialización, mediante acciones concretas orga-
nizadas y coordinadas, integrando al comercio 
tradicional nuevas formas de comercialización 
comunitaria, para contribuir con la seguridad 
y soberanía alimentaria. Desde el ámbito del 
Instituto Nacional de Asociativismo y Econo-
mía Social (INAES) también se han venido 
impulsando las Mesas de Asociativismo y la 
Economía Social a nivel de los territorios para 
articular distintas iniciativas de CAA. 

Este tipo de Mesas de Articulación o Mesas 
de Trabajo se han conformado en los últimos 
años a través de diversas instancias (públicas y 
privadas) que procuran articular iniciativas de 
representantes de la Sociedad Civil, políticos, 
administradores, promotores, investigadores y 
científicos. Poseen como denominador común 
la presencia de una multiplicidad de actores 
a distintos alcances (nacional, regional, local), 
de transectorialidad y de esquemas de parte-
nariado entre el sector público y las diversas 
representaciones de la sociedad civil. Más allá 
del formato que se adopte, se busca la coordi-
nación entre diversas áreas, organismos e insti-
tuciones cuyas funciones y actividades se ligan 
de diversa manera a problemas originados en 
múltiples causas, como es el caso de los CAA. 
Su establecimiento y sus operatorias se visua-
lizan como posibles respuestas para superar las 
limitaciones que se plantearon en el anterior 
nivel de políticas y en lo que respecta a los 
CAA creemos que se necesita aun un mayor 
desarrollo de las mismas para estar en condi-
ciones de evaluar su efectividad. Más allá de 
ello, la experiencia obtenida en la generación 
y la trayectoria seguida por muchas de estas 
instancias en temáticas vinculadas a los CAA 
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y más allá de los mismos indican que han re-
presentado un avance en función de superar 
las limitaciones que plantea el desarrollo de 
alternativas en exceso individualistas. 

Desde la perspectiva de este trabajo, nos 
interesa destacar un aspecto clave para el ade-
cuado funcionamiento de estas instancias: el 
de los perfiles de los agentes y/o representantes 
que participan en ellas. Loreto Salvador Be-
nítez y González López (2016: 266) señalan 
al respecto las crisis y transformaciones de 
las identidades profesionales, identificando 
además las “resistencias del orden anímico-
personal al trabajo colaborativo, en grupo 
y equipo”. Por su parte, Repetto (2010: 78) 
destaca que 

los espacios y ámbitos destinados a 
generar coordinación requieren de so-
portes técnicos altamente sofisticados, 
entre otras razones porque la inter-
sectorialidad, que es tan propia de los 
retos de integralidad, implica transitar 
desde el saber especializado a un saber 
que, sin perder la experticia del sector 
x o y, debe adicionar conocimientos de 
gestión más transversales, no propios 
de una disciplina o sector en particular. 

Además señala que “contar con recursos hu-
manos con ese perfil parece resultar un tema 
pendiente a nivel latinoamericano” (Repetto, 
2010: 79). 

El logro de mejores resultados en el accio-
nar de estas instancias depende también, en-
tre otros factores, de que no adolezcan de una 
gobernanza difusa, de que no se verifique un 
desigual o inconstante grado de participación 
de los organismos y actores que la conforman, 
de que se garantice una adecuada representa-
tividad (en términos de jerarquía y poder de 
decisión) de los participantes (un hecho que 
se termina reflejando en la mayor o menor au-
tonomía que tengan para convalidar y llevar 
adelante los acuerdos que surjan en la Mesa), 
de que se genere y comparta información des-

de las mismas y que no tiendan a replicarse 
y superponerse en su accionar en los mismos 
ámbitos territoriales. También deben superar-
se dificultades que surgen habitualmente en 
términos del establecimiento y cumplimien-
to de una agenda y un cronograma de traba-
jo con metas y objetivos a cumplir en plazos 
específicos. 

4c) El Nivel 3: Políticas 
para la construcción de una 
“ciudadanía alimentaria”
Las políticas que ubicamos en este nivel persi-
guen, entre otros fines, el de contribuir a ge-
nerar una mayor demanda social orientada al 
consumo responsable (Fontanet, 2021) y ope-
ran apoyando en algunos casos (muchas veces 
de manera indirecta) a los CAA, promovien-
do el consumo de algunos tipos de alimentos 
que se comercializan en ellos y/o limitando la 
expansión del consumo de alimentos comer-
cializados a través de canales convencionales. 
Se basan principalmente en una interven-
ción sobre la demanda de los productos que 
se comercializan en los CAA, aunque no de 
manera excluyente y son básicamente, como 
la mayor parte de las relacionadas con los mer-
cados, políticas intrínsecamente regulatorias. 
En ese carácter, y como sostienen Jaime et al. 
(2013: 63) “generan arenas de conflicto y ne-
gociación entre grupos de interés que tienen 
intereses o preferencias distintas, conflictivas 
entre sí en torno a una misma cuestión y que 
se ven obligados a desplegar sus recursos (po-
der) para lograr que sus preferencias sean bien 
atendidas por las políticas. Al respecto, cabe 
destacar que el rol del Estado y de las políticas 
públicas en la construcción de la demanda de 
un mercado fue señalado por Bourdieu al des-
tacar que en el mercado el Estado no es úni-
camente el regulador encargado de mantener 
el orden y la confianza y el árbitro encargado 
de controlar las empresas y sus interacciones 
que habitualmente vemos en él, sino que 
contribuye de manera decisiva a la construc-
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ción de la demanda y de la oferta”. La oferta, 
sostiene Bourdieu, por estar estructurada (en 
especial debido a la intervención del Estado) 
puede satisfacer y explotar “la demanda, tam-
bién diferenciada y estructurada”, que en parte 
contribuyó a crear” (Bourdieu, 2001:38). Por 
otra parte, Blind (2004) entiende a la regu-
lación como el resultado de una  conjunción 
de mecanismos de ajuste asociados con una 
configuración de formas institucionales, sien-
do esta una alternativa a la idea de regulación 
como un equilibrio estático. En su trabajo se 
establece una taxonomía de regulaciones en el 
mercado de productos que abarca los campos 
de relaciones entre los oferentes y los deman-
dantes del producto, de relaciones “externas” a 
los oferentes del producto, y de relaciones en-
tre las organizaciones en el ámbito de la oferta 
de productos.

En el fondo, las políticas ubicadas en este 
nivel estarían remitiendo, desde una perspecti-
va de mercado, a una especie de juego de suma 
cero, asumiendo tal vez de una manera excesi-
vamente lineal que el producto que se com-
pra en un CAA no se adquiere en un canal 
convencional. Se encuentran reflejadas en nor-
mativas de disímil alcance y nivel jerárquico y 
jurisdiccional, que apuntan a uno u otro de los 
objetivos anteriores (promoción o limitación 
de uno u otro tipo de consumo), sirviendo la 
existencia e implementación de estas normas 
como estímulo o freno para su compra. Entre 
los ejemplos de este nivel de política, encon-
tramos entre otras a:
a.	 El Plan Argentina contra el Hambre (Res. 

2020-8-APN-MDS), uno de cuyos com-
ponentes es de apoyo a la producción y 
comercialización de alimentos, que tiene 
como objetivo favorecer la producción y 
comercialización de alimentos de la econo-
mía solidaria, social y popular, el cooperati-
vismo y la agricultura familiar, para lo cual 
incluye, entre otras actividades, la creación 
y el fortalecimiento de mercados populares. 
Otro componente es la Tarjeta Alimentar 

(TA), que llega a fines del año 2021 a más 
de 4.000.000 de destinatarios/as en todo el 
país. 

b.	 La Ley 27.545 (Ley de Góndolas), a tra-
vés de la cual se destina un espacio del 5 % 
de las góndolas en los supermercados para 
los productos originados en la agricultura 
familiar.

c.	 La Ley 27.642 de Promoción de la Alimen-
tación Saludable, que impone el etiquetado 
frontal con advertencias para los consumi-
dores en aquellos productos con exceso de 
azúcares, sodio, grasas saturadas, grasas to-
tales y calorías.

d.	 La Ley 26.355, de Marcas Colectivas, que 
brinda la posibilidad de contar con un sig-
no de identidad comercial a los productos 
y/o servicios elaborados o prestados por las 
formas asociativas destinadas al desarrollo 
de la economía social. 

e.	 La 26.117 de Promoción del Microcrédito 
para el desarrollo de la Economía Social, 
que establece la promoción y regulación 
del microcrédito, a fin de estimular el desa-
rrollo integral de las personas, los grupos de 
escasos recursos y el fortalecimiento insti-
tucional de organizaciones no lucrativas de 
la sociedad civil que colaboren en el cum-
plimiento de las políticas sociales. 

f.	 El Programa de desarrollo de proveedores 
de alimentos de la Economía Popular, que 
opera en al ámbito del MDS y que tiene 
por objetivo facilitar progresivamente el 
acceso de los productos de la economía po-
pular a las góndolas de los supermercados 
y almacenes. Para ello, se busca fortalecer 
y desarrollar cadenas productivas regiona-
les de la Economía Popular, que permitan 
a los microemprendedores incorporar sus 
productos en los centros comerciales.

g.	 Normas de compre estatal en sus distintos 
niveles jurisdiccionales (dirigidas a esos 
productos/mercados). Incluye a los siste-
mas de compras públicas de alimentos en 
ámbitos urbanos. 



222

Carlos Alberto Cattaneo “Los Circuitos Alimentarios Alternativos en la Argentina. Reflexiones 
sobre sus complejidades e implicancias para las políticas públicas (1990-2023)”

h.	 Campañas de concientización para el con-
sumo de alimentos saludables, como el 
Programa “5 al día” que promueve la inges-
ta diaria de 5 porciones de frutas y hortali-
zas (Winograd, 2006). 

También cabe destacar la existencia de estas 
políticas a nivel provincial, como en el caso 
del Programa de Recuperación Nutricional 
Hambre Cero en la provincia de Misiones, 
que entrega tickets para compra de productos 
en las ferias francas localizadas en la provincia 
y a nivel municipal, la restricción para la insta-
lación de hipermercados que rige en el partido 
de Berazategui (Provincia de Buenos Aires). 

Se visualiza a priori un potencial muy 
grande para articular políticas y experien-
cias en estos temas, partiendo de iniciativas 
que han mostrado resultados favorables en 
otros contextos, como en el caso del Progra-
ma Hambre Cero de Brasil, introducido por 
el presidente  Luiz Inácio “Lula” da Silva en 
2003 con el objetivo de erradicar el  hambre 
y la  pobreza extrema en el país. Un aspecto 
a indagar en torno a estas políticas es cómo 
se relacionan con los aspectos territoriales. En 
principio, en muchas de ellas, por sus carac-
terísticas y objetivos, la mirada territorial no 
aparecería suficientemente priorizada. Fonta-
net (2021: 52) señala también que las com-
pras desde los municipios “conlleva enormes 
desafíos y potencialidades para el entramado 
organizacional de cada territorio” y que “re-
quiere de ordenanzas específicas que establez-
can criterios para equiparar las oportunidades 
de las cooperativas frente a otras empresas”. 
Otro problema es la necesidad de escala que 
se necesita habitualmente para poder proveer 
al Estado, lo que termina favoreciendo la ad-
quisición de los productos “convencionales” 
elaborados y comercializados por las grandes 
empresas del sector alimentario.

Creemos que en lo que respecta a los CAA 
el impacto de este nivel de política sobre las 
anteriores es aun débil, pudiendo potenciarse 
su alcance si hubiera una mayor imbricación y 

articulación de este nivel con los anteriores y 
si se avanzara aun más en la conformación de 
mecanismos de gobernanza que contemplen 
la participación de las y los ciudadanos y de 
las organizaciones de la sociedad civil. Cabe 
preguntarse en qué nivel jerárquico y jurisdic-
cional de las autoridades deben recaer éstas y 
si a nivel de las estructuras administrativas que 
existen se cuenta con suficientes perfiles profe-
sionales preparados para llevar adelante estas 
acciones de articulación.

4d) El Nivel 4: La propuesta 
de políticas que promuevan 
la instauración de “sistemas 
alternativos” de producción, 
comercialización y/o de configuración 
política de la sociedad
A diferencia de los tres niveles anteriores, ha-
blamos en este caso de propuestas porque bá-
sicamente aparecen expresadas de esta manera 
en un plano más de las ideas y de las visiones 
políticas que en el de una implementación 
concreta en términos de gestión, al menos 
desde un abordaje integral. Son planteos que 
se inscriben en una “visión macropolítica de la 
economía solidaria” (Castelao Caruana, 2016: 
355) a través de la cual se impulsan transfor-
maciones sociopolíticas que permitan, entre 
otros aspectos, modificar las relaciones de pro-
piedad, de producción y de intercambio, sien-
do uno de los vehículos para ello el desarrollo 
de estructuras productivas “contrapuestas a la 
lógica del capital, capaces de autosustentarse y 
crear nuevas relaciones sociales” (Hopp, 2017: 
24).

Particularmente en lo que respecta a nues-
tro objeto de estudio, promueven cambios 
más radicales, tendientes a la instauración de 
“sistemas alternativos” de producción, comer-
cialización y/o de configuración política de la 
sociedad y buscan ir más allá de una contri-
bución coyuntural a la creación de empleo y 
de generación de ingresos para la población 
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vulnerable. Este enfoque es puesto en discu-
sión en tanto restringe la efectividad de las 
políticas públicas para incidir de manera es-
tructural en las condiciones socioeconómicas 
de las personas beneficiarias y limitan su rol 
como componente central de “un proyecto de 
transformación político, económico y social” 
(Castelao Caruana, 2016: 350).

En el fondo, más que fortalecer una oferta 
consolidada y con perspectivas de expansión 
de los CAA a los mercados ya existentes, se 
busca conformar un nuevo tipo de mercado 
(Gandulfo y Rofman, 2020) sustancialmente 
diferente al convencional, con una “democrá-
tica conformación de relaciones sociales de 
cooperación entre productores y consumido-
res que aseguren la reproducción del espacio 
de construcción social colectivo” que reem-
place los criterios de competencia convencio-
nal propios del sistema capitalista (Rofman, 
2020: 29). Son expresadas muchas veces como 
un objetivo en sí mismo y en otros como un 
requisito para que los anteriores niveles de po-
líticas en la materia se traduzcan en resultados 
concretos y más favorables. Representarían un 
menor nivel de gradualismo/reformismo y una 
demanda de cambios más radicales y sobrepa-
sarían a nuestro entender lo que consideramos 
una política de regulación. La satisfacción a 
estas demandas de cambio excede claramente 
las facultades que disponen los propios siste-
mas administrativos estatales, requiriendo en 
principio de los consensos necesarios en las 
instancias legislativas de los diferentes ámbitos 
jurisdiccionales para avanzar en la sanción de 
normas que reflejen de manera acabada esas 
ideas.

La articulación y coordinación 
de políticas públicas para 
los CAA: su necesidad y los 
desafíos para alcanzarlas
La necesidad de una mayor coordinación y ar-
ticulación de las políticas en materia social –en 
donde sin duda el tema de los CAA está in-

serto– y las dificultades para alcanzarla ya han 
sido muy bien analizadas por diversos autores; 
así, Castelao Caruana (2016), destaca, entre 
otros aspectos, la coexistencia de diferentes en-
foques con ideas heterogéneas sobre el alcance 
de la economía social y solidaria, el hecho de 
poseer una marcada visión instrumental sobre 
la misma, su aplicación de manera fragmen-
tada y la ausencia de transversalidad. A nivel 
de la gestión pública, Repetto (2010) señala 
los límites que presenta un Estado organizado 
sectorialmente para intervenir en el campo de 
lo social de modo tal de generar sinergias en-
tre las distintas iniciativas a nivel ministerial, 
de políticas y de programas y la dispersión de 
esfuerzos que se verifica en la práctica. Exis-
ten además limitaciones en términos presu-
puestarios y de perfiles técnico-profesionales 
para profundizar estos roles de articulación, 
sumado a déficits en lo que Bertranou (2015: 
48) denomina “la calidad del aparato buro-
crático en términos del personal, los sistemas 
de información y de gestión y los medios a su 
disposición”. En particular, la división funcio-
nal preponderante en los organigramas de los 
ámbitos estatales termina limitando un mayor 
desarrollo de capacidades y perfiles más aptos 
para el trabajo de articulación. También su 
trabajo pone el acento en otras cuestiones que 
influyen en el alcance de las mismas: la des-
centralización y la territorialidad y en el papel 
preponderante que en la conformación de una 
política social desempeñan los esfuerzos de 
coordinación. 

En un trabajo reciente, más focalizado en 
la producción y comercialización de la agricul-
tura familiar, Fontanet (2021) pone énfasis en 
la tensión existente entre el imperativo de las 
transformaciones estructurales versus la necesi-
dad de dar respuesta a las situaciones de ham-
bre que padece parte de la población argen-
tina. Y en lo que respecta a la integración de 
políticas alimentarias, Candel y Pereira (2017) 
sostienen que, debido a la multiplicidad de 
escenarios y dimensiones involucradas, las 
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conceptualizaciones y priorizaciones resultan 
diferentes entre los actores involucrados, lo 
que contribuye a la configuración de un “pro-
blema retorcido” (en inglés, wicked problem), 
concepto que sirve para describir una cuestión 
que es difícil o imposible de resolver dado que 
presenta aspectos incompletos, contradicto-
rios y/o cambiantes que en muchos casos hasta 
resulta difícil de reconocer. 

Nos encontramos también en el caso de 
los CAA con un escenario en donde, como 
plantea Metcalfe (1999: 57) predominan con-
textos de fuerte interdependencia, en los cua-
les “el comportamiento y la eficacia de cual-
quier organización están supeditados en gran 
medida a la manera en que se combinan sus 
actividades con las de las otras” y en donde 
“hay macroproblemas pero no hay macrocom-
petencias para intentar resolverlos”: un espacio 
en donde, además, se requiere profundizar el 
avance en “la formulación de respuestas inte-
gradas en lo sustantivo y articuladas en lo ope-
rativo” (Leyton et al., 2017: 2). 

Dada la complejidad de nuestro objeto de 
análisis, los CAA, creemos también que la ar-
ticulación y coordinación debe ir más allá de 
una visión instrumental o meramente operati-
va, siendo nuestra intención que este trabajo 
pueda constituir también un aporte en este 
sentido. Otro aspecto a destacar es que en mu-
chos casos los niveles de políticas analizados 
aparecen “mezclados” en las propias demandas 
de los actores (pequeños productores, efecto-
res de la economía social, etcétera). Esto se 
traduce en una “falta de correspondencia” en-
tre lo que el actor social demanda y lo que la 
política específica puede ofrecer, lo que hace 
que se la vea como insuficiente o de alcance 
muy parcial para consolidar a los CAA. 

Hay que partir de la base, tal como sos-
tiene Fernández (2021: 180), que “el aparato 
institucional del Estado condensa tensiones y 
contradicciones” y que además 

(e)l Estado es un actor que se desagrega en una 
pluralidad de actores, que pueden encontrarse 
más o menos coordinados entre sí, cada uno de 
ellos con distintas dotaciones de recursos (de 
todo tipo) y con objetivos diferentes o incluso 
contradictorios, y que tienen la capacidad para 
desplegar esos en función a sus propios intere-
ses y preferencias (Jaime et al., 2013: 68). 

Más allá de ello, existen sin duda limitaciones 
a nivel de las capacidades estatales (fragmen-
tación en la gestión, restricciones financieras, 
etcétera) y también de las propias organiza-
ciones que trabajan en el marco de los CAA 
(adscripciones políticas, diferentes territoriali-
dades, consideraciones subjetivas y de orden 
personal, acceso a recursos financieros, dificul-
tades para compartir información, etcétera) 
para avanzar más rápidamente en esa articu-
lación. Por otra parte, tal como destaca Fon-
tanet (2021: 45), “el alcance de las políticas 
públicas nacionales encuentra tensiones en la 
articulación con las políticas públicas locales” 
y al analizar las estrategias provinciales dirigi-
das a la agricultura familiar señala que “mu-
chas veces, estas contemplan la idiosincrasia 
propia de cada territorio, atravesada por pro-
cesos históricos, sociales y territoriales”. Cada 
territorio, sostiene este autor, constituye un 
escenario en donde diferentes fuerzas encuen-
tran consensos y disensos y “las experiencias 
de participación social alrededor de cuestiones 
sociales y específicas de cada territorio permi-
ten problematizar la compleja relación entre 
las políticas públicas, el Estado, la organiza-
ción y la territorialidad (Fontanet, 2021: 46). 
A su vez, Hinrichs (2003) destaca el hecho 
de que existen diferentes interpretaciones del 
concepto de “local” en relación a los sistemas 
alimentarios, que varían en cuanto a los víncu-
los y a las relaciones del mismo con el espacio 
“no local”. 

A partir de este trabajo, intentamos apor-
tar una mirada acerca de la pertinencia de 
la focalización sobre los CAA como ámbito 
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específico, aun dentro (o no sólo dentro) de 
las políticas sociales y destacar especialmente 
la necesidad de que la articulación –coordi-
nación se plantee de manera más relevante 
en función de los diferentes niveles de polí-
ticas que se dirigen a los CAA, sin que ello 
implique subestimar la importancia de que se 
profundice en las cuestiones más operativas o 
instrumentales–. También se quiso destacar la 
necesidad de avanzar en una visión de conjun-
to de estos aspectos, a efectos de que las per-
cepciones y el accionar de los actores privados 
y públicos involucrados en los CAA no que-
den circunscriptos a algunos de los niveles de 
políticas acotando los alcances de los esfuerzos 
de coordinación que se llevan adelante para la 
consolidación de los CAA.

A modo de conclusión podemos afirmar 
que existe un potencial muy grande para pro-
fundizar la articulación de los niveles de po-
líticas que se describieron en este artículo de 
investigación. Ello se plasmaría en resultados 
favorables para la consolidación de los CAA, 
teniendo además un impacto muy significati-
vo en la performance de los mismos y posibili-
tando no sólo una mejora en las condiciones 
de vida de los actores que forman parte de los 
mismos, sino también en el acceso de la pobla-
ción a más y mejores alimentos. 
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